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condena a Isa Serra, diputada, a una condena muy grave, sobre la única base de               
testimonios policiales. 

 

 

Manifestamos: 

 

La Libertad de Expresión reconocida como derecho fundamental en el art. 20 C.E. solo              
puede ser objeto de limitación cuando concurran circunstancias especialmente         
relevantes.  

El TEDH es constante estableciendo que solo está justificada la limitación de la libertad              
de expresión cuando las conductas supongan un riesgo para la seguridad nacional, la             
integridad territorial o la seguridad pública, la defensa del orden o la prevención del              
delito.  

Nos parece grave, muy grave, que desde el CGPJ, se efectúe una “amonestación” a uno               
de nuestros más altos representantes en el Gobierno. El Consejo ha hecho público su              
“profundo malestar”, su “absoluto y rotundo rechazo” a la opinión emitida, “el tono             
ciertamente inapropiado” de la misma sobre la base de que ésta proviene de quien es               
Vicepresidente del Gobierno.  

La nota de la permanente del CGPJ – con un voto en contra - supone una interferencia                 
inadmisible en un Estado de Derecho y confunde la independencia judicial tan alegada             
en ese texto con la presión corporativa contra una opinión libre, tergiversando por cierto              
los términos de la misma, llegando a afirmar que en la misma se establecía una               
“sospecha de falta de imparcialidad de los jueces españoles”, lo que resulta una             
presunción infundada para cualquiera que haya leído el mensaje. 

Pablo Iglesias ha ejercido la libre crítica a las resoluciones judiciales, aunque al CGPJ le               
parezca inadmisible “cuestionar una actuación judicial”.  

Nos ha recordado que la sentencia responde a un modelo irracional de valoración de la               
prueba, a un esquema impresionista donde campa el subjetivismo del intérprete, ajeno a             
los requerimientos de la epistemología y de la psicología del testimonio.  

Buena muestra es la apreciación de que «no tiene dudas la Sala de la veracidad» del                
reconocimiento (p. 51), como si esa declaración de intenciones resolviera el problema            
de la prueba de la autoría, o como si la duda que interesa es la situación de certeza o                   
incerteza del intérprete y no el conocimiento que aportan las pruebas. Además, se             
confunde la corroboración del hecho –el atentado, las lesiones y los daños- con la              
confirmación de la autoría. La sentencia incurre en graves errores de paradigma            
probatorio. Y cualquier ciudadano, incluso un vicepresidente del Gobierno, tiene          

 
 



derecho a opinar sobe ello, como por otra parte es una práctica común que se ha venido                 
haciendo elogiosa o críticamente en otros asuntos judiciales sin que, razonablemente, el            
CGPJ haya juzgado conveniente alzar su voz tonante. 

No se respeta la independencia judicial eludiendo la crítica a las decisiones de los              
jueces. Manifestamos con toda nuestra contundencia nuestra convicción democrática         
que impide restringir la crítica y cuestionar las resoluciones judiciales como un derecho             
ciudadano fundamental. No se puede censurar a Pablo Iglesias por haber opinado en ese              
sentido. 

 


